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Resumen: Los tribunales mexicanos han ido construyendo una serie de principios, 

procedimientos y criterios a los que han de apegarse los juzgadores en aplicación del bloque 

de convencionalidad. Al ser un estudio de caso, nos centraremos en una serie de resoluciones 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre la actuación de los jueces y los criterios 

que han de seguir en aplicación del artículo 21.3 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos que prohíbe -entre otras cosas- la usura. El caso concreto es de intereses pactados 

en la suscripción de un pagaré ya que la legislación mercantil permite a las partes estipular 

intereses en ese título de crédito. Pero, desafortunadamente, suele darse el caso que éstos 

pudieran ser usurarios. Y es que la eficacia jurídica de la acción cambiaria y lo ágil del 

proceso ejecutivo mercantil, plantea un reto para evitar la explotación del hombre por el 

hombre.  

 

Palabras clave: Control de convencionalidad, intereses moratorios, juicio ejecutivo mercantil, 

pagaré, usura. 

 

Abstract: The Mexican courts have been building a series of principles, procedures and 

criteria to which the judges must adhere in application of the conventionality block. Being a 

case study, we will focus on a series of resolutions of the Supreme Court of Justice of the 

Nation on the actions of judges and the criteria that must be followed in application of article 

21.3 of the American Convention on Human Rights that prohibits -among other things- usury. 

The specific case is interest agreed upon in the subscription of a promissory note, since 

commercial law allows the parties to stipulate interest in that credit. But, unfortunately, it is 

often the case that these could be usurers. And it is that the legal effectiveness of the exchange 

action and the agility of the mercantile executive process, poses a challenge to avoid the 

exploitation of man by man. 

 

Keywords: Conventionality control, default interest, commercial executive judgment, 

promissory note, usury. 
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I. INTRODUCCIÓN 

El derecho convencional como el sistema de normas, reglas y principios creados mediante 

pactos o tratados internacionales en el que establecen directrices e instituciones comunes 

entre diversos Estados; puede ser dividido en derecho convencional sustantivo y derecho 

convencional adjetivo. Es precisamente este segunda rama del derecho convencional que 

abordaremos en el presente trabajo. En concreto nos centraremos en el control de 

convencionalidad que realizan los jueces nacionales en aplicación de las normas sustantivas 

convencionales y como mecanismo de realización del Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos. Mediante el referido control de convencionalidad los tribunales mexicanos han 

ido construyendo una serie de principios, procedimientos y criterios a los que han de apegarse 

los juzgadores en aplicación del bloque de convencionalidad. 

Al ser un estudio de caso nos centraremos en una serie de resoluciones de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación (SCJN) sobre la actuación de los jueces y los criterios que han 

de seguir en aplicación del artículo 21.3 de la Convención Americana de Derechos Humanos 

o Pacto de San José (CADH) que prohíbe -entre otras cosas- la usura. El caso concreto es de 

los intereses pactados en la suscripción de un pagaré. La legislación mercantil permite a las 

partes estipular intereses en ese título de crédito. Pero, desafortunadamente, suele darse el 

caso que éstos pudieran ser usurarios. Y es que la eficacia jurídica de la acción cambiaria y 

lo ágil del proceso ejecutivo mercantil, plantea un reto para evitar la explotación del hombre 

por el hombre. La llegada del control de convencionalidad al ámbito mercantil supuso un 

cambio de paradigma, ya que se le puso límite a la autonomía de la voluntad de las partes. 

La Primera Sala de la SCJN ha ido estableciendo una serie de criterios que deben 

normar la actuación del juez ante un posible caso de usura. Como es normal, algunos de esos 

criterios son contrapuestos y la Corte ha ido decantándolos por medio de la contradicción de 

tesis de Tribunales Colegiados de Circuito.  

Así las cosas, hay criterios sobre si la actuación del juez cuando perciba usura es a 

instancia de parte; o bien de oficio. También se han dado parámetros para actuar en caso de 

cumplimiento de sentencias que ordenan la reducción de intereses. Un poco más complejo 

ha sido el determinar los criterios para determinar la usura. Se ha establecido que el Costo 

Anual Total (CAT) promedio es un parámetro válido. También ha sido objeto de 

jurisprudencia si se han de computar los intereses moratorios y los ordinarios en la 
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determinación de la usura. Todas estas interpretaciones jurisprudenciales van guiando a los 

juzgadores en su labor de aplicar el derecho convencional a un caso concreto, que como el 

de la usura, puede afectar severamente el patrimonio de las personas afectadas. 

 

II. EL DERECHO PROCESAL CONVENCIONAL 

Los Estados, como organizaciones políticas, por sí mismos son incapaces de promover, 

respetar y tutelar los derechos humanos, debido a intereses antidemocráticos que se generan 

ante situaciones específicas, las cuales en muchas ocasiones llegan a ser graves. Ésta es una 

de las razones obvias de la creación de sistemas internacionales de protección de derechos 

humanos.2 

La designación de derecho procesal convencional de los derechos humanos obedece 

esencialmente a determinar con más claridad y sencillez esta área de reciente auge del 

derecho, la cual inicia su sistematización en 1948. Esta disciplina es denominada también 

como derecho internacional de los derechos humanos o derecho constitucional transnacional, 

sin embargo, es más adecuado el concepto derecho procesal convencional de los derechos 

humanos por su uso, comprensión, especialidad, precisión de su origen y por la amplitud 

actualmente de sus fuentes.3 

Es factible definir al derecho convencional como el sistema de normas, reglas y 

principios creados mediante pactos o tratados internacionales en el que establecen directrices 

e instituciones comunes entre diversos estados.4 

El derecho convencional puede a su vez, subdividirse en derecho sustantivo 

convencional y en derecho procesal convencional. 

El derecho sustantivo convencional de los derechos humanos regula las relaciones 

entre los Estados parte, que actúan a través de sus agentes y las personas en lo individual o 

colectivo que se encuentran bajo su jurisdicción, y que no crean vínculos de exigencias 

recíprocas entre los Estados, es decir, su espacio de validez es interno y no externo. Así el 

artículo 1.1 de la CADH establece: “Los Estados Partes en esta Convención se comprometen 

 
2 MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime, “Derecho procesal convencional”, Hechos y Derecho, México, no. 
31, ene-feb 2016. Disponible en: https://tinyurl.com/2p8vn46k 
3 MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime, “Derecho procesal convencional de los derechos humanos”, Revista 
jurídica Instancia, no. 6, vol. 3, ene-jun 2016, pp. 13-14. Disponible en: https://tinyurl.com/yf4826vt 
4 Ibídem, p. 16. 
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a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio 

a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 

raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”.5 

El derecho procesal tiene como finalidad resolver controversias jurídicas mediante la 

aplicación o construcción del derecho a un caso concreto, requiere de procedimientos, de 

tribunales, de operadores jurídicos y mecanismos para hacer efectivas sus decisiones. En una 

primera reflexión es factible dividir el derecho procesal convencional comunitario, del 

derecho de la integración y de los derechos humanos.6 

En lo que respecta al derecho procesal convencional de los derechos humanos 

actualmente hay un sistema universal y tres sistemas regionales de protección: europeo, 

latinoamericano y africano. El Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) tiene 

su fundamento en la CADH, la cual está compuesta por 82 artículos que prevén los derechos 

humanos básicos, los compromisos de los Estados parte y la estructura, facultades y 

responsabilidades de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Comisión IDH) y 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), así como la sustanciación de los 

procedimientos ante estas instancias. 

La CIDH tiene dos funciones esenciales, la consultiva y la contenciosa, así lo 

determina el artículo 2 del Estatuto de CIDH, de Competencia y Funciones: “La Corte ejerce 

función jurisdiccional y consultiva: 1. Su función jurisdiccional se rige por las disposiciones 

de los artículos 61, 62 y 63 de la Convención ADH. 2. Su función consultiva por el artículo 

64 de la Convención”. 

La CIDH tiene jurisdicción sobre todos los casos y controversias sometidas a su 

conocimiento sobre la interpretación y aplicación de la CADH y demás instrumentos 

pertinentes de derechos humanos ratificados por los Estados partes.7 

 
5 MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime, “Derecho Procesal Convencional Nueva Rama Jurídica”, Revista 
Derecho de las Minorías, no. 3, jul-dic 2020, p. 52. https://tinyurl.com/mr4cs6be 
6 Ibídem, pp. 58-59. 
7 La CIDH se compone de siete jueces nacionales de los Estados miembros de la Organización de los Estados 
Americanos, elegidos a título personal entre juristas de la más alta autoridad moral, de reconocida competencia 
en materia de derechos humanos. Deben reunir condiciones requeridas para el ejercicio de sus elevadas 
funciones judiciales, conforme a la ley del país del cual sean nacionales o del Estado que los proponga como 
candidatos. MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime y CUBIDES CÁRDENAS, Jaime, “Una visión 
propositiva para la expansión del derecho procesal convencional de los derechos humanos”, Revista del Instituto 
Colombiano de Derecho Procesal, no. 42, jul-dic 2015, p. 190. 
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Son diecinueve los Estados que han reconocido la competencia contenciosa de la 

CIDH: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El 

Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República 

Dominicana, Suriname, Uruguay.8 

La eficacia del SIDH se dinamiza con el deber de todos los jueces, quienes de manera 

oficiosa están constreñidos en sus actuaciones a realizar el control convencional de las 

normas internas de cualquier jerarquía al resolver los litigios, lo cual implica ampliar más el 

impacto de los compromisos internacionales, este fenómeno ha provocado una lucha entre el 

viejo y el nuevo método de justicia en los países de Latinoamérica.9 

 

III. EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 

En un principio, el término control de convencionalidad fue utilizado de forma aislada en 

varios de los votos del juez de la CIDH Sergio García Ramírez. En esas primeras referencias, 

se definía al control de convencionalidad como un ejercicio que la CIDH realizaba al analizar 

la complejidad del asunto verificando la compatibilidad del Estado y las disposiciones de la 

CADH, debiendo explorar las circunstancias de jure y de facto.10 

Más tarde, la CIDH, a través de la sentencia del Caso Almonacid Arellano et al vs. 

Chile manifestó que la Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos 

al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el 

ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la 

CIDH, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que 

les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 

mermados por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin.11 

El control de convencionalidad llegó a México por la reforma constitucional en 

materia de derechos humanos de 2011, a partir de la cual el artículo 1º de la Constitución 

dispone: 

 
8 MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime, “Derecho Procesal Convencional…” ob. cit., p. 66. 
9 Ibídem, p. 67. 
10 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo y PELAYO MÖLLER, Carlos María, “La obligación de respetar los 
derechos humanos a la luz de la jurisprudencia”, Revista Estudios Constitucionales, año 10, no. 2, 2012, p. 179. 
11 OLANO GARCÍA, Hernán Alejandro, “Teoría del Control de Convencionalidad”, Revista Estudios 
Constitucionales, año 14, no. 1, 2016, pp. 64-65. 
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En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 

derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las 

garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 

Constitución establece.  

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 

conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de 

la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 

amplia.  

 

En el nuevo segundo párrafo del texto transcrito el constituyente permanente 

estableció lo que se ha venido conociendo como el principio de interpretación conforme, el 

bloque de constitucionalidad y el control difuso. Esto es, todas las normas que se refieran a 

derechos humanos, deberán interpretarse a la luz de la Constitución y de acuerdo con ella, 

pero no sólo eso, sino también a la luz de los tratados internacionales y aquí viene el bloque 

de constitucionalidad, en los que el Estado mexicano sea parte. Es decir, queda establecido 

que la interpretación deberá ser no sólo conforme a la Constitución sino también a los tratados 

internacionales en los que nuestro país sea parte. De tal forma que ninguna ley o ninguna 

interpretación de la ley podrá contravenir ni el texto constitucional, ni el tratado 

internacional: a ninguno de ellos.12 

Para nuestro estudio resulta de trascendental importancia el concepto “control difuso 

de convencionalidad”. Según Ferrer Mac-Gregor consiste en el examen de compatibilidad 

que siempre debe realizarse entre los actos y normas nacionales, y la CADH, sus protocolos 

adicionales y la jurisprudencia de la CIDH, único órgano jurisdiccional del SIDH, que 

interpreta de manera última y definitiva la CADH. Se trata de un estándar mínimo creado por 

la CIDH para que en todo caso sea aplicado el corpus iuris interamericano y su 

jurisprudencia en los Estados nacionales que han suscrito o se han adherido al Pacto de San 

José y con mayor intensidad a los que han reconocido la competencia contenciosa de la 

CIDH; estándar que las propias constituciones o la jurisprudencia nacional pueden ampliar 

 
12 ORTÍZ BAHENA, Miguel, Ley de la Propiedad Industrial, Editorial Porrúa, México, 2015, p. 16.  
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válidamente para también formar parte del “bloque de 

constitucionalidad/convencionalidad”.13 

El objeto fundamental del control de convencionalidad consiste a) en hacer respetar 

y cumplir el contenido de los tratados internacionales jurídicamente vinculantes al Estado 

demandado; b) en hacer respetar y cumplir el contenido de la jurisprudencia emanada de la 

interpretación y aplicación de los convenios y protocolos internacionales; c) en hacer respetar 

y cumplir el contenido de las normas internas o precedentes judiciales o administrativos que 

por sí solas o en forma armónica al derecho internacional de los derechos humanos —o 

viceversa— resulten aplicables en favor de la dignidad humana, y d) en reparar los ultrajes a 

los derechos humanos o indemnizar a la víctima o víctimas de la violación.14 

Las pautas para realizar el control de convencionalidad según la CIDH son las 

siguientes: 

1)  Identificar el derecho o libertad que se pretende proteger o interpretar en el catálogo 

contenido en los instrumentos interamericanos.  

2)  Identificar los casos (jurisprudencia) en los que la CIDH ya hizo una interpretación 

respecto al derecho o libertad que se pretende analizar, identificando la evolución o 

criterios que ha sostenido.  

3)  Comparar la semejanza fáctica entre los hechos del caso que se va a resolver y los del 

caso de que deriva la jurisprudencia en que se ha hecho la interpretación del derecho 

o libertad que nos interesa.  

4)  Comprobar que comparten las mismas propiedades relevantes esenciales, lo cual 

permite aplicar la misma consecuencia jurídica a ambos casos. 

5)  Verificar que la conclusión a la que se llega es compatible con el objeto y fin de la 

Convención Americana y que da como resultado la interpretación que más protege o 

menos restringe los derechos humanos.15 

 

 
13 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo, “Interpretación conforme y control difuso de convencionalidad. El 
nuevo paradigma para el juez mexicano”, Revista Estudios Constitucionales, año 9, no. 2, 2011, pp. 531-532. 
14 CARPIZO AGUILAR, Enrique, “Algunas reflexiones sobre el control de convencionalidad y su relación con 
el control constitucional difuso en México”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, año XLVI, no. 138, 
sep-dic 2013, p. 944. 
15 CASTILLA, Karlos, “El control de convencionalidad: un nuevo debate en México a partir de la sentencia del 
caso Radilla Pacheco”, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. XI, 2011, p. 619. 
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Pero, además queda sentado en el aludido párrafo el principio pro persona. Éste 

consiste en la obligación de todas las autoridades de resolver en todo tiempo favoreciendo a 

las personas con la protección amplia en los derechos humanos. Lo que significa una 

interpretación más estricta cuando se trate de restricción o limitaciones a derechos y 

libertades. En realidad, este principio goza de rango constitucional por lo dispuesto en el 

primer párrafo del artículo 1º constitucional toda vez que se encuentra previsto en el artículo 

29 del Pacto de San José.16 

Pues bien, una vez establecidos los conceptos básicos del derecho procesal 

convencional y su aplicación nacional mediante el control de convencionalidad. 

Procederemos al análisis del caso que nos ocupa en el presente trabajo; es hacer un estudio 

de caso sobre el papel que desempeñan los jueces -según las jurisprudencias que 

analizaremos más adelante- en la aplicación de la prohibición de la usura contenida en el 

artículo 21.3 de la CADH.  

 

IV. CONCEPTO DE USURA 

El Diccionario de la Real Academia Española contiene dos acepciones de usura que pueden 

servir para nuestro estudio: la primera es “interés excesivo en un préstamo”; la segunda es 

aún peor: “ interés ilícito que se llevaba por el dinero o el género en el contrato de mutuo 

préstamo”.  

La usura es un fenómeno que acontece muy a menudo en la simbiosis comercial de 

nuestro país, de ahí que haya surgido la necesidad de realizar una reinterpretación a partir del 

nuevo paradigma de los derechos humanos, ya que si bien el derecho a la propiedad privada 

es de carácter singular y disponible como lo clasifica Luigi Ferrajoli, contrario a otros 

derechos humanos que son de carácter universal e indisponibles, no menos cierto es que esas 

características no restan en lo absoluto la necesidad de la adecuada protección por parte de 

las autoridades mexicanas en el ámbito de su competencia. 

El pacto excesivo de intereses en las convenciones mercantiles que conlleva al 

fenómeno de la usura transgrede el derecho humano a la propiedad privada, pues sin duda el 

patrimonio de aquel sobre quien se aplican tales frutos usurarios se verá disminuido y 

 
16 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo, “Interpretación conforme y control difuso de constitucionalidad…” ob. 
cit., p. 557. 
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supeditado a la explotación de otra persona, incluso, podría ser que el pago de tales intereses 

lo coloque en estado de riesgo para cubrir sus necesidades básicas.17 

Como veremos con detenimiento en el siguiente apartado, la legislación mercantil 

prevé el pacto de intereses por las partes en un pagaré. No obstante la propia legislación no 

establece una medida de lo que pudiera considerarse adecuado como interés pactado y evitar 

caer en la usura.  

Aunque la Constitución no contiene algún precepto que, de manera taxativa, prohíba 

la usura, el artículo 21.3 de la CADH ,establece que tanto la usura como cualquier otra forma 

de explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley. Dado que México 

suscribió y ratificó ese tratado internacional, conforme al artículo primero Constitucional -

antes expuesto-, se trata de una disposición constitucional de fuente internacional, cuyo 

empleo del modo deóntico de prohibición involucra necesariamente el deber de que la ley no 

permita la usura.18 

 

V. REGULACIÓN MERCANTIL DE LA ESTIPULACIÓN DE INTERESES EN EL 

PAGARÉ 

Según Castrillón Luna, como forma impropia del contrato trayecticio, surgió el pagaré, que 

constituye sin duda, un instrumento eminentemente de crédito, y que con mayores ventajas 

que la letra de cambio (por tener una mecánica más simple) y la posibilidad de la estipulación 

de intereses), tomando los aspectos fundamentales de aquélla, facilita la realización de 

operaciones comerciales y financieras con todo el mundo, gozando de los mismos aspectos 

sustantivos y de la misma fuerza ejecutiva de la letra de cambio.19 

El pagaré cumple funciones importantes, tanto en el campo financiero como en el 

comercial, porque los pagarés son usados para la obtención de créditos en general a corto 

plazo, tanto por intermediarios financieros como por empresas. Igualmente pueden ser 

 
17 OLVERA RUIZ, Edgardo Evaristo, “La usura mercantil a partir del nuevo paradigma de los derechos 
humanos”, Revista Multidisciplina, no. 22, septiembre- diciembre 2015, p. 8. 
18 DOMÍNGUEZ, Gerardo, “Método para identificar la usura de los intereses pactados en un contrato de 
arrendamiento civil”, Revista del Instituto de la Judicatura Federal, no. 42, julio 2016, p. 251. 
19 CASTRILLÓN LUNA, Víctor, Tratado de Derecho Mercantil, 2ª ed., Porrúa, México, 2011, p. 560. La 
redacción más sencilla del pagaré y de modo especial el hecho de que el firmante del pagaré se obligue como 
el aceptante de la letra de cambio han facilitado su empleo, lo cual puede apreciarse tanto de las estadísticas 
sobre los “efectos de comercio” como de los repertorios de jurisprudencia, en particular, la relativa a los 
procesos ejecutivos y cambiarios. SÁNCHEZ CALERO, Fernando y SÁNCHEZ CALERO, Juan, Instituciones 
de Derecho Mercantil, 20ª ed., t. II, Aranzadi, Madrid, 2008,  p. 90.  
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empleados para operaciones comerciales (el comprador de la mercancía a plazo firmará 

varios pagarés a favor del comerciante vendedor). Por otro lado, se ha difundido con amplitud 

el uso del pagaré como fórmula orientada al pago de las deudas de corto plazo, en especial 

por parte de los empresarios en relación con los proveedores.20 

El pagaré es un título de crédito que contiene una promesa incondicional de pago dada 

por una persona llamada suscriptor a otra llamada beneficiario, de pagar una suma 

determinada de dinero en el lugar y fecha señalados en el documento21. 

Según el artículo 170 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito 

(LGTOC) las menciones que ha de contener son las siguientes: 

I.- La mención de ser pagaré inserta en el texto del documento; 

II.- La promesa incondicional de pagar una suma determinada de dinero; 

III.- El nombre de la persona a quien ha de hacerse el pago (el beneficiario); 

IV.- La época y lugar de pago; 

V.- La fecha y el lugar en que se suscriba el documento; y, 

VI.- La firma del suscriptor o persona que firme a su ruego o en su nombre. 

 

Al pagaré, conforme lo dispone el artículo 174 de la LGTOC, se aplican las 

disposiciones de la letra de cambio en cuando a la forma de circulación, de transmisión, de 

aval, acciones cambiarias y ordinarias, etc.22 

Según el párrafo segundo del mismo artículo 174 de la LGTOC y que es parte medular 

de nuestro análisis: 

Para los efectos del artículo 152, el importe del pagaré comprenderá los 

réditos caídos; el descuento del pagaré no vencido se calculará al tipo de 

interés pactado en éste, o en su defecto al tipo legal, y los intereses 

moratorios se computarán al tipo estipulado para ellos; a falta de esa 

estipulación, al tipo de rédito fijado en el documento, y en defecto de 

ambos, al tipo legal. 

 
20 SÁNCHEZ CALERO, Fernando y SÁNCHEZ CALERO, Juan, Instituciones de Derecho Mercantil, tomo 
II, ob. cit., p. 89.  
21 GARCÍA RODRÍGUEZ, Salvador, Derecho Mercantil, los títulos de crédito y el procedimiento mercantil 
10ª ed., Porrúa, México, 2009, p. 71. 
22 Ídem. 
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Y el artículo 152 de la LGTOC hace referencia, ni más ni menos, a la acción 

cambiaria. Una acción ejecutiva del derecho procesal mercantil. Según el artículo referido, 

el último tenedor de la letra (en este caso por aplicación del artículo 174 de la LGTOC sería 

el pagaré) puede reclamar el pago:  

I.- Del importe de la letra;  

II.- De intereses moratorios al tipo legal, desde el día del vencimiento;  

III.- De los gastos de protesto y de los demás gastos legítimos; 

 IV.- Del premio de cambio entre la plaza en que debería haberse pagado la letra y la 

plaza en que se la haga efectiva, más los gastos de situación.  

 

Si la letra no estuviere vencida, de su importe se deducirá el descuento, calculado al 

tipo de interés legal. 

Esta acción cambiaria se ejerce en vía ejecutiva mercantil. Recordemos que en 

términos del artículo 8º de la LGTOC señala que contra las acciones derivadas de un título 

de crédito, sólo pueden oponerse las siguientes excepciones y defensas: 

I.- Las de incompetencia y de falta de personalidad en el actor;  

II.- Las que se funden en el hecho de no haber sido el demandado quien firmó el 

documento;  

III.- Las de falta de representación, de poder bastante o de facultades legales en quien 

subscribió el título a nombre del demandado, salvo lo dispuesto en al artículo 11 de 

la LGTOC;23  

IV.- La de haber sido incapaz el demandado al suscribir el título;24  

V.- Las fundadas en la omisión de los requisitos y menciones que el título o el acto en él 

consignado deben llenar o contener y la ley no presuma expresamente, o que no se 

hayan satisfecho dentro del término que señala el artículo 15 de la LGTOC;25  

 
23 El artículo 11 de la LGTOC dispone que quien haya dado lugar, con actos positivos o con omisiones graves, 
a que se crea, conforme a los usos del comercio, que un tercero está facultado para suscribir en su nombre títulos 
de crédito, no podrá invocar la excepción a que se refiere la fracción III del artículo 8o. contra el tenedor de 
buena fe. La buena fe se presume, salvo prueba en contrario, siempre que concurran las demás circunstancias 
que en este artículo se expresan. 
24 El artículo 5 del Código de Comercio establece que toda persona que, según las leyes comunes, es hábil para 
contratar y obligarse, y a quien las mismas leyes no prohíben expresamente la profesión del comercio, tiene 
capacidad legal para ejercerlo. 
25 En este caso el plazo es antes de su presentación para pago según lo dispone el artículo referido. 
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VI.- La de alteración del texto del documento o de los demás actos que en él consten, sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13 de la LGTOC;26  

VII.- Las que se funden en que el título no es negociable;  

VIII.- Las que se basen en la quita o pago parcial que consten en el texto mismo del 

documento, o en el depósito del importe de la letra en el caso del artículo 132 de la 

LGTOC;27  

IX.- Las que se funden en la cancelación del título, o en la suspensión de su pago ordenada 

judicialmente, en el caso de la fracción II del artículo 45 de la LGTOC;28  

X.- Las de prescripción y caducidad y las que se basen en la falta de las demás 

condiciones necesarias para el ejercicio de la acción ;y, 

  XI.- Las personales que tenga el demandado contra el actor. 

 

Por ende, los títulos de crédito tienen un valor de prueba preconstituida. Y en las 

excepciones que señala el artículo 8 de la LGTOC no viene contemplada la lesión, que dicho 

sea de paso en el ámbito mercantil es muy difícil de probar toda vez que la mercantilidad de 

un asunto está íntimamente relacionada con el lucro que se fundamenta en la especulación. 

Pues bien, la vía procesal que contempla el Código de Comercio para ejercer la acción 

cambiaria derivada de un título de crédito es el juicio ejecutivo mercantil. Para la procedencia 

del juicio ejecutivo mercantil, el acreedor debe contar con un título denominado “ejecutivo” 

y que, por ende, siguiendo la terminología de la ley, se dice “que traiga aparejada ejecución”, 

lo cual se traduce en la posibilidad de que una vez presentada por el actor la demanda relativa, 

teniendo como sustento un título ejecutivo, hará permisible al juez del conocimiento emita 

un auto llamado de “exequendo” (ejecución) con efectos de mandamiento en forma, que 

 
26 Al tratar sobre la literalidad hemos analizado las reglas que establece este precepto. 
27 El artículo 132 de la LGTOC señala que si no se exige el pago del pagaré a su vencimiento, el suscriptor o 
cualquiera de los obligados en ella, después de transcurrido el plazo del protesto, tiene el derecho de depositar 
en el Banco de México el importe del pagaré a expensas y riesgo del tenedor, y sin obligación de dar aviso a 
éste. 
28 La fracción II del artículo 45 de la LGTOC establece que en caso de solicitarse la cancelación de un título de 
crédito y el juez aprecie que la solicitud tiene fundamento ordenará, si así lo pidiere el reclamante, y fuere 
suficiente la garantía ofrecida por él, que se suspenda el cumplimiento de las prestaciones a que el título dé 
derecho, mientras pasa a ser definitiva la cancelación, o se decide sobre las oposiciones a ésta; 
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permitirá el secuestro de bienes para garantizar el pago de las prestaciones (principales y 

accesorias) reclamadas en la demanda.29 

El juicio ejecutivo mercantil tiene como propósito obtener el pago inmediato y llano 

del crédito reclamado, o bien que se pronuncie una sentencia condenatoria de remate de los 

bienes que aseguren el pago del citado crédito, y no puede sujetarse dicho fallo a la condición 

de que la acreedora entregue las garantías del crédito para que proceda a efectuarse el remate, 

toda vez que esta condición además de no estar apoyada por precepto legal que así lo 

disponga, contraría la naturaleza del juicio ejecutivo, que impone al juzgador dictar sentencia 

con puntos resolutivos que condenen de inmediato al pago de las prestaciones reclamadas y 

de no hacerlo al remate de los bienes otorgados en garantía o secuestrados. Así las cosas, el 

deudor deberá efectuar el pago llano del crédito demandado u oponer excepciones y, de no 

hacerlo así, de ser condenado al cumplimiento de la obligación de pago y al remate de los 

bienes.30 

Pero además de la gran eficacia jurídica del juicio ejecutivo mercantil debemos 

apuntar que por virtud de las reformas en materia de oralidad mercantil, a partir del 26 de 

enero de 2018 entraron en vigor los juicios ejecutivos orales mercantiles. Estos son 

procedentes – al igual que el juicio tradicional- cuando los documentos en los que traen 

aparejada ejecución- y cuya cuantía va de los cuatrocientos mil pesos a los 4 millones de 

pesos. Contra la resolución de este juicio no procede la apelación. Por lo tanto, únicamente 

queda el juicio de amparo. 

 

  

 
29 CASTRILLÓN LUNA, Víctor, Tratado de Derecho Mercantil, ob. cit., p. 1176. En efecto, el artículo 1392 
del Código de Comercio establece que presentada por el actor su demanda acompañada del título ejecutivo, se 
proveerá auto, con efectos de mandamiento en forma, para que el deudor sea requerido de pago, y no haciéndolo 
se le embarguen bienes suficientes para cubrir la deuda, los gastos y costas, poniéndolos bajo la responsabilidad 
del acreedor, en depósito de la persona nombrada por este. En punto al desarrollo de la diligencia de embargo 
el artículo 1394 del Código de Comercio establece que el procedimiento se iniciará con el requerimiento de 
pago al deudor, su representante o la persona con la que se entienda; de no hacerse el pago se requerirá al 
demandado, su representante o la persona con quien se entiende la diligencia, para que señale bienes suficientes 
para garantizar las prestaciones reclamadas, apercibiéndolo que de no hacerlo, el derecho para señalar bienes 
pasará al actor. A continuación se emplazará al demandado. 
30 GARCÍA RODRÍGUEZ, Salvador, Derecho Mercantil… ob. cit., p. 249. 
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VI. EL PAPEL DEL JUEZ ANTE LOS INTERESES USURARIOS 

De acuerdo con el maestro Cipriano Gómez Lara el papel del jugador consiste en dirigir o 

conducir el proceso y, en su oportunidad, dictar la sentencia, aplicando la ley al caso concreto 

controvertido31 para dirimirlo o solucionarlo.  

Para ello el juez tiene las más amplias facultades de dirección procesal para decidir 

en forma pronta y expedita lo que en derecho convenga. También podrá hacer cumplir sus 

determinaciones utilizando las medidas de apremio que le concede el Código de Comercio.32 

El juez como rector del procedimiento deberá llevar la conducción del juicio, por eso 

es que se le otorgan las facultades más amplias para decidir en forma pronta y expedita, pero 

cuidando el respeto del proceso y la garantía de audiencia.33 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha emitido una 

serie de jurisprudencias en los últimos años que han ido estableciendo pautas de actuación 

para actuar ante casos de usura. Son resoluciones un tanto contradictorias, pero que -poco a 

poco- han ido perfilando criterios de intervención del juez -como rector del proceso- más 

precisos. 

 

 
31 GÓMEZ LARA, Cipriano, Teoría General del Proceso, 10ª ed., Editorial Oxford, México, 2012, p. 166. 
32 Artículo 1390 Bis 4 del Código de Comercio. Además, como señala GALINDO SIFUENTES, las cualidades 
del juzgador en los juicios orales mercantiles deben ser: Escucha activa, el juez de oralidad debe tener la aptitud 
para escuchar a las partes, sobre todo en la fase de mediación y conciliación; facilidad de palabra o discurso 
elocuente, esto debido a que el juez tiene que resolver y exponer los puntos de la sentencia de manera oral y 
sobre todo ante el público asistente; destreza y agilidad mental, debido a que la sentencia de juicio oral se debe 
dictar inmediatamente, en la audiencia preliminar y en la de juicio oral; organizado y diligente con el tiempo, 
debido a que el juicio oral mercantil es un procedimiento que se caracteriza por ser sumario y en virtud de los 
principios de continuidad y contradicción, los momentos procesales deben llevarse en el menor tiempo posible, 
lo que exige que el juez sepa administrar el tiempo de las audiencias, moderando y limitando el uso 
indiscriminado de la palabra por parte de los abogados de las partes, para que no se prolonguen las audiencias 
hasta el punto de afectar la prontitud y celeridad con que deben resolverse los juicios; liderazgo y dirección del 
debate, relacionado con lo anterior es importante que el juez de oralidad tenga la cualidad de liderazgo y saber 
imponerse a las partes y no permitir que sean los sujetos los que dirijan los procesos, y que por intervenciones 
insistentes y abusivas distraigan el debate hacia cuestiones poco relevantes; y, paciencia y tolerancia, para 
escuchar y respetar el principio de contradicción conforme al cual las partes pueden intervenir y debatir en 
cualquier etapa procesal para ser escuchados por el juez, que mediante un control horizontal del proceso 
resolverá lo procedente, pero además en la etapa preliminar en el uso de medios alternativos como la mediación 
y la conciliación es donde se requiere la paciencia por parte del juez para detectar los puntos del conflicto. Vid 
GALINDO SIFUENTES, Ernesto, “Actualidad del derecho mercantil en México”, en ARROLLO CISNEROS, 
Edgar Alan, et. al. (Coords.), Actualidad jurídica en México-Cuba, tomo 1, Universidad Juárez del Estado de 
Durango-Universidad de la Habana, México, 2017, pp. 116 y 117. 
33 RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, Joaquín, Juicio oral mercantil, Flores Editor, México, 2015, p. 9. 
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1. Tesis aislada 1a. CCLXIV/2012 (10a.) de febrero de 201334 

Esta tesis de la Primera Sala de la SCJN establece los pasos a seguir para el análisis 

de la usura. Si bien no es de aplicación obligatoria para el Poder Judicial Federal, establece 

ciertos criterios para analizar la usura que se han ido perfeccionando en una serie de 

resoluciones que analizaremos. 

En primer lugar establece que la sanción para la usura mercantil, en cuanto lesión, es 

la nulidad relativa del acto jurídico. En el caso del pagaré, que es el objeto de nuestro trabajo, 

establece dos supuestos: si este no ha circulado; o si ya fue puesto en circulación. 

Para el primero de los casos, que el pagaré no haya circulado, las acciones que 

competen al perjudicado -a su elección- son la de nulidad relativa o la reducción equitativa 

de las prestaciones. 

En el segundo de los casos, cuando el pagaré haya sido puesto en circulación, la 

acción que le compete al lesionado es la de daños y perjuicios. Lo anterior porque al circular 

el título opera la característica de la autonomía,35 por lo que la nulidad de la causa que le da 

origen al título ya no existirá, en virtud de la persona que explotó al suscriptor no será la 

misma que la que intenta hacer efectivo el título. En ese caso para no perjudicar al tenedor 

de buena fe del título y no dejar en estado de indefensión al lesionado, se deben sustituir las 

acciones de nulidad y reducción por la de daños y perjuicios en contra del que causó la lesión. 

Tal y como ocurre en los casos de la compraventa y permuta mercantiles. 

 

2. Jurisprudencia por contradicción de tesis 1a./J. 132/2012 (10a.) de febrero de 

201336 

En esta contradicción de tesis la primera sala establece el criterio para evaluar los 

parámetros de la usura. Reitera el criterio de la tesis aislada 1a. CCLXIV/2012 (10a.) de 

 
34 Tesis: 1a. CCLXIV/2012 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro XVII, febrero de 
2013, tomo 1, registro: digital: 2002818, p. 826.  
35 La autonomía es el estado de independencia del derecho y la obligación de un título respecto de los derechos 
y obligaciones de los anteriores tenedores del documento. La autonomía explica por qué el tenedor de un título 
de crédito no adquiere un derecho en forma derivativa, es decir, su derecho no deriva de aquel de la persona 
que le transmitió el título, sino que nace un derecho nuevo desde el momento en que recibe y toma el documento. 
La consecuencia más importante del carácter autónomo de los títulos de crédito es que durante su circulación, 
lo que implica también la circulación del derecho en ellos incorporado no se produce la acumulación de vicios 
o defectos que pudieran derivar de cada transferencia. DURÁN DÍAZ, Oscar Jorge, Los títulos de crédito 
electrónicos su desmaterialización, Porrúa, México, 2009, pp. 32-33. 
36 Tesis: 1a./J. 132/2012 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro XVII, febrero de 2013, 
tomo 1, registro digital: 2002817, p. 714. 
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febrero de 2013 de las acciones que tiene la persona que se vea afectada por usura en la 

suscripción de un pagaré. Pero va más allá y concreta los elementos que ha de analizar el 

juzgador para determinar si se está o no en presencia de usura. 

En efecto, la Primera Sala establece que conforme a los artículos 2, 81, 385 y 388 del 

Código de Comercio; 17, 2230 y 2395 del Código Civil Federal; y, 21, apartado 3 de la 

CADH, se aprecia que en el ámbito mercantil, el pacto de intereses usurarios se sanciona 

otorgando al afectado, a su elección la nulidad relativa o la reducción equitativa; y de manera 

excepcional la de daños y perjuicios.  

Ahora bien, la lesión por usura debe tener lugar al momento de celebrar el pacto de 

intereses al tratarse de una ineficacia de tipo estructural que se da en el momento de la 

celebración del acto jurídico. En consecuencia, para que se actualice la figura, se deben 

comprobar dos requisitos: 

a) Uno de tipo objetivo, consistente en la desproporción entre las prestaciones 

estipuladas en el pacto de intereses; 

b) Otro de tipo subjetivo que se traduce en que el referido desequilibrio sea causado por 

la suma ignorancia, notoria inexperiencia o extrema miseria del afectado. 

 

Ahora bien, la Primera Sala estableció que en virtud, y en atención a los principios de 

equilibrio procesal y litis cerrada que rigen en los juicios mercantiles, el análisis de los 

intereses lesivos debe hacerse a petición de parte. 

 

3. Jurisprudencia por contradicción de tesis 1a./J. 46/2014 (10a.) de junio de 

201437 

La Primera Sala de la SCJN abandona parcialmente los criterios sustentados en la 

tesis aislada y jurisprudencia anteriormente analizadas. La Primera Sala argumenta que en 

esas resoluciones había equiparado el estudio del interés usurario con el interés lesivo, lo que 

provocó que se estimara que los requisitos procesales y sustantivos que rigen para hacer valer 

la lesión como vicio del consentimiento, se aplicaran también para que pudiera operar la 

 
37 Tesis: 1a./J. 46/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 7, junio de 2014, tomo I, 
registro digital: 2006794, p. 400. 
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norma constitucional consistente en que la ley debe prohibir la usura como forma de 

explotación del hombre por el hombre. 

Sin embargo, la Primera Sala considera, a partir de esta resolución, que esa 

prohibición de la usura se encuentra inmersa en la gama de derechos humanos respecto de 

los cuales el artículo 1º constitucional ordena que todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar. Así resulta 

que el artículo 21.3 de la CADH, prevé la usura como una forma de explotación del hombre 

por el hombre, como fenómeno contrario al derecho humano a la propiedad, lo que se 

considera que ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio y de modo abusivo 

sobre la propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un préstamo; pero además la ley 

debe prohibir la usura. 

Por lo anterior la Primera Sala de la SCJN estima que el artículo 174 párrafo segundo 

de la LGTOC, que prevé que en el pagaré el rédito y los intereses que deban cubrirse se 

pactaran por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo legal, permite una 

interpretación conforme con la Constitución General y, por ende, ese contenido normativo 

debe interpretarse en el sentido de que la permisión de acordar intereses tiene como límite 

que una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la 

otra, un interés excesivo derivado de un préstamo; destacando que la adecuación 

constitucional del precepto legal indicado, no sólo permite que los gobernados conserven la 

facultad de fijar los réditos e intereses que no sean usurarios al suscribir pagarés, sino que 

además, confiere al juzgador la facultad para que, al ocuparse de analizar la litis sobre el 

reclamo de intereses pactados en un pagaré y al determinar la condena conducente (en su 

caso), aplique de oficio el artículo 174 indicado acorde con el contenido constitucionalmente 

válido de ese precepto y a la luz de las condiciones particulares y elementos de convicción 

con que se cuente en cada caso, a fin de que el citado artículo no pueda servir de fundamento 

para dictar una condena al pago de intereses mediante la cual una parte obtenga en provecho 

propio y de modo abusivo sobre la propiedad de su contrario un interés excesivo derivado de 

un préstamo.  

A partir de esta jurisprudencia se puede apreciar que el derecho de acción reconocido 

hasta entonces en favor del afectado por la lesión para que pudiera optar por la disminución 

equitativa de los intereses o la nulidad relativa, sufrió un vuelco favorable para el afectado, 
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pues se transformó de un simple derecho procesal de acción para convertirse en una 

protección pro persona a favor del derecho humano a la propiedad privada del afectado; por 

lo tanto, las autoridades se encuentran vinculadas a su protección en términos del artículo 

primero constitucional. Este cambio implica que la carga probatoria para demostrar el pacto 

lesivo o usurario se vea disminuida en su rigor y valoración de los elementos de prueba con 

los cuales se pueda acreditar, ya que constriñe al juez para que oficiosamente disminuya 

prudencialmente la tasa de los intereses si advierte de autos que puede llegar a existir una 

explotación con el pacto de intereses. Aunque vale la pena adelantar que esta actuación 

oficiosa y el aligeramiento de la carga probatoria en pro del afectado no son tan amplios y 

mucho menos ilimitados.38 

 

4. Jurisprudencia por contradicción de tesis 1a./ J. 47/2014 (10a.) de junio de 

201439 

En esta tesis jurisprudencial la Primera Sala de la SCJN estableció que en el caso de 

un pagaré, si el juzgador advierte que la tasa de interés pactada —con base en el artículo 174, 

párrafo segundo de la LGTOC— es notoriamente usuraria puede, de oficio, reducirla 

prudencialmente.  

Esto lo deberá realizar mediante la apreciación razonada, fundada y motivada, y con 

base en las circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones que 

válidamente tenga a la vista al momento de resolver. Ahora bien, cabe destacar que 

constituyen parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter notoriamente excesivo de 

una tasa de interés -si de las constancias de actuaciones se aprecian los elementos de 

convicción respectivos- los siguientes: a) el tipo de relación existente entre las partes; b) la 

calidad de los sujetos que intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del 

acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del crédito; d) el monto del crédito; 

 
38 OLVERA RUIZ, Edgar Evaristo, “La usura mercantil a partir del nuevo paradigma…” ob. cit., p. 20. Se 
aclara que no se trata del estudio de un interés lesivo por lo que no deben ser exigidos los requisitos procesales 
y sustantivos para hacer valer la lesión como vicio del consentimiento. Ahora, al estudiar la usura, debe hacerse 
como una violación al derecho humano de propiedad, como una forma de explotación del hombre por el hombre 
que se encuentra prohibida en el artículo 21.3 del Pacto de San José. CÁZARES TÉLLEZ, Diana María, 
“Derechos humanos y la interpretación judicial. Algunas observaciones”, Revista del Instituto de la Judicatura 
Federal, no. 46, julio-diciembre 2018, p. 134. 
39 Tesis: 1a./J. 47/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 7, junio de 2014, tomo I, 
registro digital: 2006795, p. 402. 
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e) el plazo del crédito; f) la existencia de garantías para el pago del crédito; g) las tasas de 

interés de las instituciones bancarias para operaciones similares a las que se analizan, cuya 

apreciación únicamente constituye un parámetro de referencia; h) la variación del índice 

inflacionario nacional durante la vida real del adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) 

otras cuestiones que generen convicción en el juzgador. Lo anterior, sobre la base de que 

tales circunstancias puede apreciarlas el juzgador (solamente si de las constancias de 

actuaciones obra válidamente prueba de ello) para aumentar o disminuir lo estricto de la 

calificación de una tasa como notoriamente excesiva; análisis que, además, debe 

complementarse con la evaluación del elemento subjetivo a partir de la apreciación sobre la 

existencia o no, de alguna situación de vulnerabilidad o desventaja del deudor en relación 

con el acreedor. 

Este fue un primer gran paso en pos de la solución de un problema que puede ser muy 

grave, por las consecuencias patrimoniales que tiene. Pero los criterios siguen siendo 

ambiguos. 

 

5. Jurisprudencia 1a./J. 54/2016 (10a.) de noviembre de 201640 

En esta resolución, la Primera Sala de la SCJN resolvió que la prohibición de la usura 

aplica tanto para intereses ordinarios como moratorios pactados en un pagaré. La Primera 

Sala reconoce que, en aplicación de la prohibición de la usura de la CADH, debe considerarse 

que los intereses moratorios -si bien no son consecuencia inmediata del préstamo 

documentado con un pagaré- son más bien una sanción impuesta ante el incumplimiento del 

pago, no debe perderse de vista que el incumplimiento está directamente vinculado a la 

obligación de pagar o satisfacer el préstamo en la fecha pactada; por ende, la prohibición de 

la usura aplica tanto para los intereses ordinarios como para los moratorios.  

 

6. Jurisprudencia 1a./J. 55/2016 (10a.) de noviembre de 201641 

La Primera Sala de la SCJN establece que lo notoriamente excesivo de los intereses 

estipulados, no exige que todos los parámetros guía o la condición subjetiva, deban quedar 

 
40 Tesis: 1a./J. 54/2016 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 36, noviembre de 2016, 
tomo II, registro digital: 2013076, p. 883. 
41 Tesis: 1a./J. 55/2016 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 36, noviembre de 2016, 
tomo II, registro digital: 2013067, p. 867.  
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acreditados en la calificación de usura, para proceder a su reducción prudencial. Debe 

entenderse que la evaluación objetiva de lo notoriamente excesivo de los intereses, no precisa 

de la evidencia de todos y cada uno de los elementos que conforman los parámetros guía 

(tipo de relación existente entre las partes, calidad de los sujetos que intervienen en la 

suscripción del pagaré y si es que la actividad del acreedor se encuentra regulada; destino o 

finalidad del crédito; monto del crédito; plazo del crédito; existencia de garantías para el pago 

del crédito; tasas de interés de las instituciones bancarias para operaciones similares a las que 

se analizan; la variación del índice inflacionario nacional durante la vida del adeudo; las 

condiciones del mercado y otras cuestiones que generen convicción en el juzgador), así como 

el elemento subjetivo (condición de vulnerabilidad o desventaja); sino que el examen debe 

atender a la diversidad de combinaciones que pueden establecerse con la concurrencia de los 

distintos factores y particularidades del caso, que en suma deberán ser apreciados por el 

juzgador conforme a su libre arbitrio quien, en su caso, deberá justificar la decisión respecto 

a la usura de los réditos estipulados, para proceder a su reducción prudencial. Así, resulta 

inaceptable que la calificación de lo notoriamente excesivo de los intereses se circunscriba a 

la apreciación inmanente de la tasa de interés.  

 

7. Jurisprudencia 1a./J. 56/2016 (10a.) de noviembre de 201642 

En esta sentencia, la Primera Sala de la SCJN estableció que lo notoriamente excesivo 

de los intereses estipulados permite tener en cuenta los parámetros guía que tengan la calidad 

de hechos notorios. El análisis de lo notoriamente excesivo de los intereses se delimita al 

estudio de las constancias de autos, respecto de los parámetros guía y las condiciones de 

vulnerabilidad del deudor; sin embargo, tal acotación no restringe la apreciación de los 

hechos notorios, los cuales no necesitan ser probados, al producir convicción o certeza de su 

existencia. De ahí que la restricción en la apreciación de los distintos factores concurrentes 

en el análisis de la usura no alcanza a los hechos notorios, sino únicamente a aquellos que 

están sujetos a prueba, los cuales de no estar acreditados, no podrán ser apreciados por el 

juzgador, al no preverse la adquisición oficiosa de pruebas para la evaluación del fenómeno 

usurario. 

 
42 Tesis: 1a./J. 56/2016 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 36, noviembre de 2016, 
tomo II, registro digital: 2013068, p. 869. 
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8. Jurisprudencia 1a./J. 57/2016 (10a.) de noviembre de 201643 

En esta resolución la SJCN estableció un criterio objetivo para determinar el interés 

usurario. La Primera Sala del Máximo Tribunal determinó que en la evaluación de lo 

notoriamente excesivo de los intereses estipulados se tendrá como referencia el valor más 

alto del CAT con respecto a operaciones similares en el mercado financiero. Cabe recordar 

que el Banco de México, mediante la Circular 21/2009, estableció el CAT de financiamiento 

expresado en términos porcentuales anuales que, para fines informativos y de comparación, 

incorpora la totalidad de los costos y gastos inherentes a los créditos.  

Pues bien, la Primera Sala consideró que puede utilizarse el CAT que reporte el valor 

más alto para operaciones similares y que corresponda a la fecha más próxima a la 

suscripción del título de crédito respectivo, por tratarse de un referente financiero de 

naturaleza activa que informa cuál es el costo de un crédito para los clientes o usuarios. La 

sala considera que —entre otras ventajas—, al tratarse de un indicador que incorpora varios 

elementos, lleva a una sobrevaluación del costo del dinero, de manera que su uso como 

referente es útil para advertir indiciariamente una tasa de interés usuraria, en tanto refiere al 

costo del dinero tolerado en el mercado del crédito.  

También, permite comparar diferentes tipos de crédito, de manera que el juzgador 

puede tomar el CAT de un crédito hipotecario para créditos con garantías de este tipo, o el 

de una tarjeta de crédito para créditos quirografarios (operaciones de crédito en el que la 

persona física o jurídica se compromete a reembolsar el importe prestado más los intereses 

acordados por ambas partes mediante su firma en un pagaré), respecto de la cual el juzgador 

tiene un amplio margen de aplicación, pues a partir del análisis del resto de los parámetros 

está en aptitud de aplicar su potestad jurisdiccional y el porcentaje que corresponda según el 

tipo de crédito, su monto, el mercado al que se dirige y otras circunstancias útiles para su 

resolución. Al margen de lo anterior, si el juzgador considera que es el caso aplicar una tasa 

diferente del CAT, debe justificar adecuadamente su decisión.  

Tenemos pues un criterio fiable y válido para que el juzgador pueda apreciar si existe 

o no usura. Como hemos apuntado líneas arriba, la función del CAT es informativa, pero le 

da al cliente que va a contratar un crédito una idea del monto que ha de pagar por él. Es un 

 
43 Tesis: 1a./J. 57/2016 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 36, noviembre de 2016, 
tomo II, registro digital: 2013075, p. 882. 
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elemento que, desde nuestro punto de vista, fortalece la cultura financiera puesto que, quienes 

hemos tenido la necesidad de contraer una obligación con un banco, nos encontramos ante 

un producto complejo para el cual no nos dan muchas explicaciones. El CAT nos puede 

orientar, mediante un porcentaje, sobre el costo total del producto que vamos a contratar. 

 

9. Jurisprudencia 1a./J. 28/2017 (10a.) de agosto de 201744 

En este caso la Primera Sala de la SCJN estableció que el juzgador se encuentra 

obligado, si existen indicios, a analizar de oficio si se pactaron intereses excesivos o 

desproporcionados derivado de un préstamo violando el derecho humano a la propiedad 

garantizado en el artículo 21.3 de la CADH, de ser así; deberá reducir los intereses pactados. 

Sin embargo, esa obligación no es irrestricta, se establece como límite el cumplimiento de 

los principios de seguridad y certeza jurídica, en este caso garantizados por el respeto a la 

institución de la cosa juzgada.45 

Por ello, si bien al momento de emitir la sentencia correspondiente en cumplimiento 

a la obligación que se deriva del precepto convencional mencionado está obligado a analizar 

de oficio la posible configuración de la usura y, de ser el caso, actuar en consecuencia. Lo 

cierto es que una vez que la sentencia respectiva queda firme, esa decisión es inmutable y 

debe ejecutarse en sus términos; por ello, aunque el análisis de la usura puede efectuarse 

mientras la sentencia que condena a su pago se encuentre sub júdice, lo cierto es que una vez 

que la condena respectiva pierde esa característica y adquiere firmeza, necesariamente debe 

ejecutarse, pues ello es una consecuencia del derecho de acceso a una justicia completa y 

efectiva. 

 

10. Jurisprudencia 1a./J. 6/2020 (10a.) de agosto de 202046 

Si bien ha quedado sentada en las contradicciones de tesis anteriormente analizadas, 

la prohibición de la usura, así como los criterios para determinarla. Hubo cierta controversia 

 
44 Tesis: 1a./J. 28/2017 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 45, agosto de 2017, tomo 
I, registro digital: 2014920, p. 657. 
45 CÁZARES TELLEZ, Diana María, “Derechos Humanos y la interpretación judicial…”, ob. cit., p. 136. 
46 Tesis: 1a./J. 6/2020 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 77, agosto de 2020, tomo 
III, registro digital: 2022017, p. 3034. 
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sobre si se deberían de calcular por separado, en el caso de los intereses ordinarios y los 

moratorios; o bien un cálculo global. 

La Primera Sala de la SCJN sostuvo en esta jurisprudencia que la prohibición de 

la usura para intereses ordinarios como para intereses moratorios implica que, cuando con 

motivo de un crédito o préstamo de dinero ambos intereses se devenguen simultáneamente, 

el análisis de la usura debe realizarse respecto de cada tipo en lo individual, no así mediante 

la sumatoria de ambas tasas de interés. Lo anterior, pues los intereses ordinarios, consisten 

en el rédito o ganancia que produce o debe producir el dinero prestado, esto es, el precio 

pagado por el uso del propio dinero, de manera que su naturaleza jurídica consiste en la 

obtención de una cantidad como ganancia, por el simple hecho de que una persona dio a otra 

una cantidad de dinero que éste necesitaba para satisfacer sus propias necesidades, por ello 

se afirma que al momento de regresar el dinero prestado, es cuando cesa la obligación del 

deudor de cubrir los intereses respectivos.  

Por su parte, los intereses moratorios, consisten en la sanción que debe imponerse por 

la entrega tardía del dinero, de acuerdo con lo pactado o lo establecido en la norma legal; de 

modo que si no se entrega el dinero prestado en la fecha estipulada, surge el derecho del 

titular del dinero para que se le sancione al deudor por su incumplimiento, imponiéndole una 

carga por su mora, carga ésta que generalmente es una cantidad en numerario. Por ende, de 

acuerdo a su naturaleza jurídica, los intereses moratorios son provenientes del 

incumplimiento en el pago del préstamo. Ahora, conforme a las reglas de la lógica formal, 

sólo es factible sumar o restar términos o elementos semejantes; y si bien es cierto los 

intereses ordinarios y los moratorios reciben la denominación de “intereses”, ambos se 

vinculan al préstamo y, cuando se generan, representan un provecho en favor del acreedor 

que repercute directa y proporcionalmente en la propiedad del deudor, también lo es que su 

distinta naturaleza y finalidad previamente referidas impiden que las tasas respectivas se 

sumen pues no corresponden a elementos similares.  

Por ende, los intereses ordinarios y los intereses moratorios no deben sumarse como 

si fueran elementos análogos para efectos del estudio de la usura, pues hacerlo implicaría 

incurrir en la falacia de la falsa analogía o equivalencia, la cual consiste en realizar una 

afirmación mediante la comparación de elementos que, si bien pueden parecer similares, en 

la realidad distan de serlo. 
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VII. CONCLUSIONES 

De lo anteriormente expuesto podemos concluir: 

I.- Los Estados son incapaces por sí mismos de promover, respetar y tutelar los 

derechos humanos. Por esta razón surgen los sistemas internacionales de protección de los 

derechos humanos. Éstos se basan en el derecho convencional, que se puede subdividir en 

derecho sustantivo convencional y derecho procesal convencional. Sobre éste último tiene 

un componente internacional, en el caso de México, nuestro país se somete a la jurisdicción 

de la CIDH. Pero como realización interna de ese derecho procesal convencional, se 

encuentra el control de convencionalidad.  

II.- El control de convencionalidad fue utilizado, por primera vez, por el juez de la 

CIDH Dr. Sergio García Ramírez, se perfeccionó en el caso Almonacid Arellano et al vs. 

Chile. En nuestro país se comenzó a implementar a partir de la reforma constitucional en 

materia de derechos humanos de 2011. Nuestro texto constitucional, a partir de entonces, 

reconoce que las normas relativas a los derechos humanos se contienen en la Constitución y 

en los tratados internacionales, y los juzgadores deben aplicar la interpretación conforme; el 

bloque de constitucionalidad; y el control difuso. 

III.- En el presente caso analizamos el control de convencionalidad por intereses 

usurarios en un pagaré. La usura es un fenómeno que acontece muy a menudo en la simbiosis 

comercial de nuestro país, de ahí que haya surgido la necesidad de realizar una 

reinterpretación a partir del nuevo paradigma de los derechos humanos, ya que si bien el 

derecho a la propiedad privada es de carácter singular y disponible. El pacto excesivo de 

intereses en las convenciones mercantiles que conlleva al fenómeno de la usura transgrede el 

derecho humano a la propiedad privada, pues sin duda el patrimonio de aquel sobre quien se 

aplican tales frutos usurarios se verá disminuido y supeditado a la explotación de otra 

persona. 

IV.- Los pagarés, como títulos de crédito permiten el libre pacto de intereses entre las 

partes. También son títulos que tienen el carácter de prueba preconstituida y se ejecutan 

mediante juicio ejecutivo mercantil, que es bastante expedito. Ahora bien, cuando este 

acuerdo pueda producir usura, la SCJN, en aplicación del artículo 21.3 de la CADH ha 

establecido una serie de criterios que guiarán al juzgador.  
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V.- Los criterios de la SJCN han ido evolucionando, primero estableció en una tesis 

aislada en la cual sostiene que si el pagaré no ha circulado; el afectado puede pedir la nulidad 

o la reducción de los intereses; si ya circuló, puede pedir daños y perjuicios. Complementa 

esta tesis una jurisprudencia en la que la SCJN determina la forma en la que ha de analizarse 

los intereses lesivos. Se debe comprobar un elemento de tipo objetivo: la desproporción de 

las prestaciones estipuladas en el pacto de intereses; y otro de tipo subjetivo: la suma 

ignorancia, notoria inexperiencia o extrema miseria del afectado. 

VI.- En las siguientes resoluciones la SCJN abandona parcialmente el criterio de 

equiparar el interés usurario con el interés lesivo. Sostiene, entonces, que la usura afecta el 

derecho humano a la propiedad protegido por el artículo 21.3 de la CADH. La Corte sostiene 

que, ante la obligación de todas las autoridades, de velar por la promoción y defensa de los 

derechos humanos deben actuar de oficio si en uso de la libertad contractual del artículo 174 

de la LGTOC se produce usura. Se establecen como parámetros para determinar la reducción 

prudencial: a) El tipo de relación existente entre las partes. b) La calidad de los sujetos que 

intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del acreedor se encuentra regulada. 

c) El destino o finalidad del crédito. d) El monto del crédito. e) El plazo del crédito. f) La 

existencia de garantías para el pago del crédito. g) Las tasas de interés de las instituciones 

bancarias para operaciones similares a las que se analizan, cuya apreciación únicamente 

constituye un parámetro de referencia. h) La variación del índice inflacionario nacional 

durante la vida real del adeudo. i) Las condiciones del mercado. j) Otras cuestiones que 

generen convicción en el juzgador. 

VII.- En el siguiente paso de sus criterios interpretativos la Corte extendió a los 

intereses moratorios la prohibición de usura; y estableció que puede utilizarse el CAT como 

referente para evaluar lo notoriamente excesivo de los intereses estipulados. Así las cosas. 

La Primera Sala de la SCJN consideró que puede utilizarse el CAT que reporte el valor más 

alto para operaciones similares y que corresponda a la fecha más próxima a la suscripción 

del título de crédito respectivo, por tratarse de un referente financiero de naturaleza activa 

que informa cuál es el costo de un crédito para los clientes o usuarios. La sala considera que 

—entre otras ventajas—, al tratarse de un indicador que incorpora varios elementos, lleva a 

una sobrevaluación del costo del dinero, de manera que su uso como referente es útil para 
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advertir indiciariamente una tasa de interés usuraria, en tanto refiere al costo del dinero 

tolerado en el mercado del crédito.  

VIII.- Posteriormente, la SCJN estableció que si bien al momento de emitir la 

sentencia correspondiente en cumplimiento a la obligación que se deriva del artículo 21.3 de 

la CADH está obligado a analizar de oficio la posible configuración de la usura y, de ser el 

caso, actuar en consecuencia. Lo cierto es que una vez que la sentencia respectiva queda 

firme, esa decisión es inmutable y debe ejecutarse en sus términos; por ello, aunque el análisis 

de la usura puede efectuarse mientras la sentencia que condena a su pago se encuentre sub 

júdice, lo cierto es que una vez que la condena respectiva pierde esa característica y adquiere 

firmeza, necesariamente debe ejecutarse, pues ello es una consecuencia del derecho de acceso 

a una justicia completa y efectiva. 

IX.- En la última de las jurisprudencias analizadas, la Primera Sala de la SCJN 

menciona que la prohibición de la usura tanto para intereses ordinarios como para intereses 

moratorios implica que, cuando con motivo de un crédito o préstamo de dinero ambos 

intereses se devenguen simultáneamente, el análisis de la usura debe realizarse respecto de 

cada tipo en lo individual, no así mediante la sumatoria de ambas tasas de interés. Los 

intereses ordinarios y los intereses moratorios no deben sumarse como si fueran elementos 

análogos para efectos del estudio de la usura, pues hacerlo implicaría incurrir en la falacia de 

la falsa analogía o equivalencia, la cual consiste en realizar una afirmación mediante la 

comparación de elementos que, si bien pueden parecer similares, en la realidad distan de 

serlo. 
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